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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

CONSULTA INCIDENTE DE DESACATO

Pereira, veintiocho (28) de septiembre de dos mil dieciocho (2018) 

Hora: 3:50 p.m.  
Aprobado por Acta No. 883
	Radicación:
	66001-31-09-002-2018-00045-01

	Accionante:
	ANA SARA GARCÍA TORO 

	Accionado:
	EPS SERVICIO OCCIDENTAL DE SALUD S.O.S. 

	Procedencia: 
	Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira 

	Decisión: 
	Confirma sanción


ASUNTO:

Procede la sala a revisar en grado jurisdiccional de consulta, la sanción impuesta por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, a los señores NEICY RESTREPO HERNÁNDEZ y JAVIER IGNACIO CORMANE FANDIÑO, funcionarios de la EPS SERVICIO OCCIDENTAL DE SALUD S.O.S., con ocasión del trámite incidental de desacato promovido por la señora ANA SARA GARCÍA TORO.

ANTECEDENTES:

Mediante fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira el 19 de julio de 2018, se concedió la solicitud de amparo constitucional invocada por la señora Ana Sara García Toro en contra de la EPS Servicio Occidental de Salud S.O.S; corolario de ello, se tutelaron sus derechos fundamentales a la salud y a la vida en condiciones dignas, ordenando a la accionada que, en el perentorio término de 48 horas, procediera a prestarle los servicios de “extracción de cuerpo extraño en vagina con incisión SOD, reconstrucción de vagina SOD y PAQ citoscopia transuretral, gamagrafía ósea simple, osteoartrosis generalizada a descartar, rx de manos comparativas #2, rx de la rodilla comparativas y rx de pelvis y caderas, electromiografía de miembros superiores con velocidades de neuroconducción y fotografía a color de segmento anterior y/o posterior del ojo” de conformidad con las indicaciones de sus médicos tratantes. Además, le impuso el deber de suministrar en favor de su afiliada una cobertura integral para las patologías de “cuerpo extraño en la vulva y en la vagina, dolor en articulación, síndrome del túnel carpiano y artrosis no especificada y otros trastornos del cuerpo vítreo”.
No obstante, el día 1º de agosto de 2018 se recibió en el Despacho de conocimiento un memorial suscrito por la señora Ana Sara, solicitando que se diera inicio a un trámite incidental de desacato, ello por cuanto no había sido posible hacer efectiva la realización de la cirugía por “EXTRUSIÓN DE MALLA”, pese a encontrarse autorizada, además, no se le había hecho entrega de las autorizaciones para los exámenes de “gammagrafía ósea, RX de manos comparativas, de rodillas, de pelvis y caderas, y electromiografía de miembros superiores con velocidades de neuroconducción, examen de campo visual central y periférico bilateral, fotografía a color de segmento anterior y/o posterior, paquimentría, ni tampoco para valoración con otorrino. 

Atendiendo esa manifestación, la Juez de conocimiento emitió un auto con fecha del de agosto de 2018, dentro del cual ordenó requerir a la Doctora Neicy Restrepo Hernández, en su calidad de Administradora de Agencia de la EPS SOS en Pereira, para que en el término de dos días acreditara el acatamiento de la aludida sentencia; además se requirió a su superior jerárquico, Doctor Javier Ignacio Cormane Fandiño, como Gerente General de dicha entidad para que hiciera cumplir la decisión constitucional en comento, y además iniciara la investigación disciplinaria a que hubiera lugar. 

Como quiera que no se obtuvo explicación satisfactoria alguna, el Juzgado de primer nivel resolvió dar apertura formal al incidente de desacato el 15 de agosto de 2018 en contra de los mencionados funcionarios, y les concedió el término de 3 días para que expusieran las justificaciones del caso.

Agotado el trámite incidental sin que se lograra evidenciar el cumplimiento al fallo mediante el cual se ampararon los derechos de la señora Ana Sara, el Despacho resolvió mediante auto del 29 de agosto de 2018 decidió sancionar a los funcionarios de la EPS SOS vinculados, con arresto de tres (3) días y multa de $259.372, por su desacato a la sentencia de tutela proferida en favor de la señora Ana Sara García Toro y ordenó la consulta de la decisión que hoy ocupa la atención de la Magistratura.

CONSIDERACIONES:

1. Competencia: 

La Sala se encuentra funcionalmente habilitada para revisar y decidir sobre la juridicidad de esta decisión, de conformidad con los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991.

2. Problema jurídico: 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión consultada se encuentra ajustada a derecho, para lo cual se debe establecer si la entidad accionada incurrió en desacato y en caso afirmativo proceder de conformidad.

3. Solución:

Acorde con el artículo 86 Superior, la finalidad de la acción de tutela es la protección judicial de los derechos fundamentales de una persona, cuando a través de tal mecanismo se ha comprobado su vulneración; por lo tanto, cuando ello ocurre, y el juez que asume su conocimiento emite órdenes para salvaguardar tales derechos, lo que se espera de la autoridad obligada es que ésta observe íntegramente el cumplimiento de las mismas.

No obstante, el artículo 52 del Decreto 2591 ha previsto un mecanismo especial para aquellos eventos en que las órdenes impuestas en sede de tutela no son acatadas, de modo que a través de éste se puedan hacer efectivos los derechos reconocidos mediante la amenaza de una sanción en caso de renuencia del accionado a obedecer la decisión.

De este modo, conforme al artículo 27 del Decreto 2591 de 1991 el Juez que ha proferido el fallo de tutela está en el deber de realizar las gestiones que considere convenientes para el cabal cumplimiento de la decisión constitucional, y tramitará el incidente de desacato a efectos de establecer si ésta ha sido o no acatada, y ante este último panorama, aplicará las correspondientes sanciones de que trata el artículo 52 Ibídem en contra de la persona directamente encargada, y de su superior, hasta que la sentencia sea acatada.

Cuando la decisión del juez de primera instancia conlleva la imposición de una sanción, ésta debe ser consultada ante su superior funcional, lo que indica que no puede ser ejecutada hasta tanto exista un pronunciamiento de segundo grado que verifique la legalidad y legitimidad de la misma, y consolide la aniquilación de la presunción de inocencia a través de la comprobación de la responsabilidad en cabeza del funcionario sancionado.

Caso Concreto:

El presente incidente de desacato se originó con fundamento en la noticia suministrada por la señora Ana Sara García Toro, mediante la cual puso en conocimiento del Juez de primer grado que la entidad accionada se encontraba en estado de indiferencia frente a lo ordenado en la sentencia de tutela mediante el cual se protegieron sus derechos fundamentales, ello, al continuar dilatando el procedimiento quirúrgico de “EXTRUSIÓN DE MALLA”, así como los exámenes de “gammagrafía ósea, RX de manos comparativas, de rodillas, de pelvis y caderas, y electromiografía de miembros superiores con velocidades de neuroconducción, examen de campo visual central y periférico bilateral, fotografía a color de segmento anterior y/o posterior, paquimentría, y valoración con otorrino.”, tal como fuere ordenado previamente en sede de tutela, razón por la cual solicitó que se llevara a cabo una actuación abreviada para obtener el cumplimiento de la decisión tuitiva.
Atendiendo a la voluntad de la parte accionante, el Juzgado llevó a cabo el procedimiento pertinente en el caso concreto, y luego de los requerimientos de rigor, decidió iniciar el respectivo incidente; sin embargo, desde la fecha de su apertura hasta cuando se decidió la instancia con la imposición de sanción, transcurrió tiempo considerable, pese a lo cual, los funcionarios de la EPS accionada, no fueron prestos en la realización de las gestiones administrativas tendientes al cumplimiento de lo ordenado en la sentencia de tutela e incluso, a la hora de ahora, no se ha recibido pronunciamiento alguno por parte de los mentados funcionarios. 

En definitiva, no le queda duda a la Sala que se han desatendido las órdenes dadas en sede de tutela, y como quiera que revisada la actuación, se aprecia que lo adelantado por el Juzgado de instancia, tanto en el trámite de la acción misma como en el incidente de desacato que culminó con la sanción cuya juridicidad se examina, estuvo ajustado a derecho por cuanto se realizó de manera legal, con apego a la norma y con la garantía del respeto a los derechos de las partes; atendiendo las finalidades legales del trámite de incidente de desacato, se procederá a confirmar la sanción impuesta a los Dres. Neicy Restrepo Hernández y Javier Ignacio Cormane Fandiño, funcionarios de la EPS S.O.S; ello con el fin principal de impedir que sigan incurriendo en dilaciones para el cumplimiento de las órdenes que se le impartieron por medio de una acción de tutela, que además valga decirlo, no fueron caprichosas, y lo que pone en riesgo con su actitud es la vida de su afiliada, actitud que es reprochable desde cualquier punto de vista, y como acertadamente se dispuso en la primera instancia, merece ser sancionada.  
En mérito de lo discurrido, El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, 


RESUELVE:


PRIMERO: CONFIRMAR la sanción impuesta por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas-Risaralda, contra los Dres. NEICY RESTREPO HERNÁNDEZ y JAVIER IGNACIO CORMANE FANDIÑO, funcionarios de la EPS S.O.S, ello de acuerdo a lo dicho en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: DISPONER la remisión del expediente a su Despacho de origen para de su cargo. 
NOTIFÍQUESE, CÓPIESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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